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ESTUDIOS DE POSGRADO EN DERECHO

DIPLOMADO EN DERECHO PROCESAL CIVIL Y MERCANTIL
III. FASES DE ALEGATOS, CONCLUSIVA Y SENTENCIA
MTRA. MARTHA PATRICIA INFANTE OCAMPO

SENTENCIA

SUS IMPLICACIONES

JEAN CLAUDE TRON PETIT

MANUAL DE LOS INCIDENTES EN EL JUICIO DE AMPARO

EDITORIAL THEMIS 

COLECCIÓN TEXTOS UNIVERSITARIOS 

TERCERA EDICIÓN, REIMPRESIÓN 2001

PÁG. 148

EN OCASIONES PUEDE IMPLICAR UNA CONDENA PRECISA Y DETERMINADA EN CUANTO A LO QUE SE DEBE RESTITUIR, DEFINIENDO CON CLARIDAD LOS EFECTOS INMEDIATOS DEL ACTO RECLAMADO EN SÍ. Y EN OTRAS SE INCLUYEN O CONSIDERAN SOLO DE MANERA IMPLÍCITA LOS EFECTOS Y CONSECUENCIAS MEDIATAS O MÁS DISTANTES, PERO QUE DE CUALQUIER FORMA EL MISMO ACTO PRODUJO, LO QUE PROVOCA UNA CIERTA INDETERMINACIÓN EN EL INCUMPLIMIENTO.

SENTENCIA

* SU EJECUCIÓN

LA EJECUCIÓN NO PUEDE DESPACHARSE SINO POR CANTIDAD LÍQUIDA, ENTENDIÉNDOSE POR TAL, NO TAN SOLO LA CIERTA Y DETERMINADA EN EL TÍTULO, SINO TAMBIÉN LA QUE PUEDE DETERMINARSE MEDIANTE SIMPLES OPERACIONES ARITMÉTICAS, CON LOS DATOS QUE EL MISMO TÍTULO SUMINISTRE; Y SI LA SENTENCIA SOLO FIJA  BASES PARA SEÑALAR LA CANTIDAD, DEBE SEGUIRSE PREVIAMENTE EL PROCEDIMIENTO QUE MARCA LA LEY, PARA DETERMINAR LA CANTIDAD LÍQUIDA , POR LA CUAL DEBE EJECUTARSE LA MISMA SENTENCIA.

RAFAEL ESTRADA PADRÉS

SUMARIO TEÓRICO PRÁCTICO DE DERECHO PROCESAL MERCANTIL

EDITORIAL PORRÚA

QUINTA EDICIÓN

MÉXICO 1999

PÁG. 139

COSA JUZGADA

I. (Del latín res judicata.) Se entiende como tal la inmutabilidad de lo resuelto en las sentencias o resoluciones firmes salvo cuando éstas puedan ser modificadas por circunstancias supervenientes.

Esta institución establecida por razones de seguridad jurídica, es una de las más difíciles de precisar, ya que sobre su naturaleza jurídica, límites y efectos se han elaborado numerosas doctrinas y se han producido acalorados debates, por lo que, para evitar los problemas de una discusión doctrinal, adoptamos el punto de vista esclarecedor del procesalista italiano Enrico Tullio Liebman expresado en sus clásicos estudios sobre la autoridad y eficacia de la sentencia.

De acuerdo con el criterio del profesor Liebman, la institución no debe considerarse como una cualidad de la sentencia, en virtud de que dicha resolución judicial adquiere la autoridad de la cosa juzgada cuando lo decidido en ella es inmutable, con independencia de la eficacia del fallo.

Lo anterior hace innecesario distinguir como tradicionalmente se hace, entre cosa juzgada formal y cosa juzgada material, pues la primera en realidad constituye una preclusión al apoyarse en la inimpugnabilidad de la resolución respectiva, y por ello la cosa juzgada en sentido estricto es la que se califica como material, que implica la indiscutibilidad de lo resuelto en cualquier proceso futuro, pero sin desconocer que la primera es condición para que se produzca la última, pero no a la inversa.

En efecto, la cosa juzgada se configura sólo cuando una sentencia debe considerarse firme, es decir, cuando no puede ser impugnada por los medios ordinarios o extraordinarios de defensa. Sin embargo existen fallos que no obstante su firmeza no adquieren autoridad de cosa juzgada, ya que pueden ser modificados cuando cambien las situaciones que motivaron la decisión, y por este motivo, el segundo pfo. del «a.» 94 del «CPC» dispone que las resoluciones judiciales firmes dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y suspensión de la patria potestad, interdicción, jurisdicción voluntaria y las demás que prevengan las leyes, como aquellas pronunciadas en los interdictos y sobre las medidas precautorias o cautelares, pueden alterarse cuando se modifiquen las circunstancias que afectan al ejercicio de la acción que se dedujo en el juicio correspondiente.

II. Aun cuando el concepto de la autoridad de la cosa juzgada se aplica a todas las ramas procesales, su regulación adquiere algunos aspectos peculiares en los ordenamientos procesales civiles y los de carácter penal, y también se utiliza en sentido impropio en la materia administrativa.

III. Derecho procesal civil. La doctrina está de acuerdo en que los dos códigos modelo «CPC» y CPFC han regulado de manera defectuosa la institución de la cosa juzgada, puesto que ambos ordenamientos siguen todavía el criterio tradicional en el sentido que constituye un efecto de las sentencias inimpugnables, y además, el «a.» 354 del «CFPC» recoge la disposición del «a.» 621 del «CPC» de 1884, suprimido por el distrital vigente, en el sentido de que ''es la verdad legal y contra ella no se admite recurso ni prueba de ninguna clase, salvo en los casos expresamente establecidos en la ley'', precepto que se remonta al Código Napoleón.

Estos dos ordenamientos procesales incurren en dos errores fundamentales: el primero consiste en vincular la cosa juzgada con la sentencia firme, que califican indebidamente de ''ejecutoria'', puesto que los «aa.» 426 del «CPC» y 355 del «CFPC» disponen que: ''hay cosa juzgada cuando la sentencia ha causado ejecutoria''.

El procesalista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo ha destacado agudamente la imprecisión del vocablo ''ejecutoria'' para calificar a la que correctamente debe denominarse ''sentencia firme'', si se toma en consideración que no toda sentencia debe ejecutarse, como ocurre con las absolutorias, que son exclusivamente declarativas, y por la otra, que todo fallo de condena debe cumplirse de inmediato, aun cuando no sea firme, ya que corresponde a los tribunales de segunda o tercera instancia, decretar la suspensión respectiva.

En tal virtud, no es preciso analizar, como lo hace un sector de la doctrina, las disposiciones de ambos ordenamientos procesales, que establecen de manera casuística los supuestos en los cuales una sentencia causa ejecutoria («aa.» 426-429 del «CPC» y 356-357 del «CFPC»), ya que como lo hemos afirmado, no toda sentencia firme adquiere autoridad de cosa juzgada.

El segundo y grave desacierto en que incurren los citados códigos es considerar firmes (ejecutoriadas), aquellas sentencias que no admiten apelación y las pronunciadas en segundo grado; ya que contra las mismas procede el juicio de amparo; y por ello sólo adquiere firmeza la que se pronuncia en este último a no ser que no se hubiese interpuesto consintiéndose tácitamente dichos fallos, los cuales, en realidad, son sentencias definitivas en los términos del «a.» 46 de la LA.

IV. Otra cuestión que tampoco ha sido resuelta satisfactoriamente por el «CPC», que la regula expresamente, es la relativa a los que se han calificado como los limites objetivos y subjetivos de la cosa juzgada, considerados los primeros como los supuestos en los cuales no puede discutirse en un segundo proceso, lo resuelto en uno anterior, ya que el «a.» 422 del «CPC» (situado en el capítulo relativo al valor de las pruebas), establece que para que una sentencia firme (ejecutoria) dictada en un juicio, surta efectos de cosa juzgada en diverso proceso, es necesario que, entre el caso resuelto y aquel en que la sentencia sea invocada, concurra la identidad en las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la calidad con que lo fueron, elementos que se conocen tradicionalmente como ''triple identidad'' es decir: las partes, el objeto del litigio y las pretensiones, así como las causas de estas últimas.

Los llamados límites subjetivos, se refieren a las personas que están sujetas a la autoridad de la cosa juzgada, y que en principio solo afecta a los que han intervenido en el proceso o a los que están vinculados jurídicamente con ello, como los causahabientes, los que se encuentren unidos por solidaridad o indivisibilidad de las prestaciones, etc. («aa.» 92 y 422, pfo. tercero, del «CPC»).

Pero existen otros supuestos en los cuales la autoridad de la cosa juzgada tiene efectos generales y afecta también a los terceros que no intervinieron en el proceso respectivo, como ocurre con las cuestiones que atañen al estado civil de las personas, así como las relativas a la validez o nulidad de las disposiciones testamentarias, entre otras («aa.» 93 y 422, segundo pfo. del «CPC»).

Por último, debe destacarse que por regla general en los ordenamientos procesales civiles mexicanos, no existen medios excepcionales para impugnar la autoridad de la cosa juzgada, que se consagran en otros sistemas jurídicos a través del llamado recurso de revisión; aun cuando por excepción algunos códigos de procedimientos civiles de carácter local consagran estos instrumentos con el nombre ''juicio ordinario de nulidad'' («aa.» 336 y 357, respectivamente, de los códigos de Morelos y de Sonora).

V. En materia procesal penal. Adopta principios similares, pero con algunos aspectos específicos que examinaremos brevemente.

En primer lugar, la autoridad de la cosa juzgada esta regulada por el «a.» 23 de la C en cuanto dispone que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que se le absuelva o se le condene, principio conocido como non bis in idem, y que requiere dos elementos para que se produzca: en primer lugar que exista una resolución judicial firme, y en segundo término que se trate de los mismos hechos que han sido materia de un proceso anterior, con independencia de su calificación jurídica.

A su vez, el «a.» 443 del «CPP» establece que son irrevocables y por tanto, causan ejecutoria, las sentencias pronunciadas en primera instancia cuando se han consentido expresamente o cuando ha expirado el plazo para interponer algún recurso y no se hubiese promovido; así como en las sentencias de segunda instancia y aquellas contra las cuales no conceda la ley ningún recurso.

A lo anterior debe agregarse que tienen el mismo efecto de indiscutibilidad, las resoluciones de sobreseimiento, ya que equivalen a las sentencias absolutorias, tomando en cuenta que el mismo «a.» 23 constitucional prohíbe la absolución de la instancia también calificada como sobreseimiento provisional.

Sin embargo, esta situación de indiscutibilidad o firmeza de las resoluciones o sentencias penales es diversa si las mismas son absolutorias, respecto de aquellas que condenan al inculpado a una pena corporal. En el primer caso quedan firmes en la primera instancia si no son impugnadas en apelación por el MP, o bien cuando son dictadas en segundo grado, ya que contra ellas no puede interponerse el juicio de amparo, puesto que el MP no está legitimado para el hacerlo y el ofendido no es parte en el proceso penal.

Por el contrario, si la sentencia respectiva impone al inculpado una pena corporal este puede combatirla, en amparo en cualquier tiempo, de acuerdo con lo establecido por el «a.» 22, «fr.» II, de la «LA», en virtud de que la jurisprudencia considera que no existe consentimiento tácito del fallo condenatorio, y aun en el supuesto de consentimiento expreso del procesado, este no impide la interposición del amparo cuando se expresó respecto de la primera instancia, si debido a la apelación del MP, en el segundo grado se varia la situación sobre la que se expreso conformidad, creando una situación nueva (tesis 20, p. 57, Primera Sala, Apéndice al «SJF», publicado en el año de 1975).

Un sector de la doctrina ha expresado sus dudas sobre la existencia de la cosa juzgada en las sentencias condenatorias pero lo cierto es que dicha institución se configura hasta el momento en que se resuelve el juicio de amparo respectivo, pues es hasta entonces cuando se produce tanto la preclusión o cosa juzgada formal como la indiscutibilidad o cosa juzgada material.

Por otra parte, la cosa juzgada en materia penal puede revisarse excepcionalmente a través de la institución calificada como ''indulto necesario'', que no es otra cosa que el recurso de revisión cuando se producen o se descubren nuevos hechos que justifican un nuevo examen del proceso anterior («aa.» 614 del «CPC» y 560 «CFPP»).

VI. Una excepción de la cosa juzgada en materia penal, está prevista por los «aa.» 110 de la C. y 8o., de la LFRSP, de 31 de diciembre de 1982, ya que dichos preceptos disponen que cuando un servidor público de la federación o del Distrito Federal es considerado culpable de haber cometido infracciones oficiales por el Senado, previo acusación de la Cámara de Diputados, quedara privado de su puesto e inhabilitado para obtener otro por el plazo que fije la ley (no menor de uno ni mayor de veinte años), y además a disposición de las autoridades comunes para que lo juzguen y castiguen con arreglo a la ley ordinaria, si esta última señala otra pena para los mismos hechos.

Efectivamente se puede producir un doble enjuiciamiento pues lo que se debe tomar en consideración son los hechos con independencia de su calificación jurídica.

VII. En materia administrativa. Podemos hacer una breve referencia a lo que la doctrina ha calificado como cosa juzgada administrativa, en relación con las resoluciones de la administración activa que deben considerarse firmes cuando no pueden ser modificadas por las mismas autoridades que las pronunciaron.

No se trata en realidad de cosa juzgada en sentido estricto, ni siquiera en sentido formal, ya que no existe resolución judicial, sólo puede hablarse de preclusión administrativa, en virtud de que según la jurisprudencia, las autoridades administrativas no pueden revocar sus propias resoluciones cuando deciden una controversia sobre aplicación de las leyes que rigen en su ramo, creando derechos en favor de terceros o cuando las resoluciones establecen derechos en favor de las partes interesadas (tesis 513, «pp.» 849-850, Segunda Sala, Apéndice al «SJF», publicado en 1975).

Diccionario Jurídico 2002

Desarrollo Jurídico Copyright 2000

Todos los Derechos Reservados

DJ2K - 710

SENTENCIA

I. (Del latín, sententia, máxima, pensamiento corto, decisión.) Es la resolución que pronuncia el juez o tribunal para resolver el fondo del litigio, conflicto o controversia, lo que significa la terminación normal del proceso.

II. Si bien el concepto estricto de sentencia es el de resolución que pone fin al proceso decidiendo el fondo del litigio, se han calificado como tales otras resoluciones que no tienen estas características, y a la inversa, lo que ha provocado confusión especialmente en la legislación y en la jurisprudencia.

Así, se ha utilizado en el ordenamiento mexicano con apoyo en los «aa.» 79, «fr.» V, del «CPC» y 1393 del «CCo». la denominación de sentencias interlocutorias para designar las resoluciones judiciales que ponen fin a una cuestión incidental o que deciden sobre un presupuesto de la validez del proceso que impide la continuación del mismo, y en materia de amparo se ha aplicado esta terminología a la decisión que se pronuncia en el incidente de suspensión concediendo o negando dicha medida precautoria («a.» 131 de la LA). Desde nuestro punto de vista esta denominación no corresponde a una concepción moderna de las resoluciones judiciales y por ello consideramos preferible designar estas providencias como autos, que es su sentido propio.

También se ha empleado indebidamente por el legislador de amparo el nombre de sentencia para calificar la decisión de sobreseimiento pronunciada en la audiencia de fondo, para distinguirla de la providencia que el juicio fuera de audiencia («a.» 77, fr, II, LA), pero según criterio riguroso dicho pronunciamiento ya sea que se dice antes o en la audiencia de fondo, debe considerarse como un simple auto, puesto que contiene la declaración de que no puede resolverse el juicio de amparo a través de una verdadera sentencia («a.» 83, «fr.» III, LA).

Por el contrario, la «LFT» califica de laudos a las resoluciones que dictan las juntas de conciliación y arbitraje para decidir los conflictos laborales en cuanto al fondo, no obstante que son sentencias en sentido estricto como se reconoció expresamente en la «LA» vigente de 1936, al establecer el amparo de una sola instancia contra las citadas resoluciones. La persistencia de la denominación se debe al nombre de los tribunales del trabajo, no obstante que no realizan una función de arbitraje, que requiere la voluntad de las parles y carece de imperio, características que no tienen las decisiones de las citadas juntas como se desprende claramente de los «aa.» 885-891 de la «LFT» para la resolución de los conflictos llamados jurídicos sean individuales o colectivos y los «aa.» 916919) para la decisión de los conflictos calificados como económicos.

III. La sentencia en el sentido estricto puede apreciarse desde dos puntos de vista, en primer término como el acto más importante del juez en virtud de que pone fin al proceso, al menos en su fase de conocimiento, y en segundo lugar, co mo un documento en el cual se consiga dicha resolución judicial.

A) Según el primer aspecto, las sentencias pueden distinguirse en varias categorías de acuerdo con diversos criterios, entre los cuales destacamos los relativos a sus efectos y autoridad.

a) En primer término se puede mencionar en nuestro sistema procesal la Configuración de tres sectores señalados por la doctrina científica del proceso, los que no son contemplados expresamente por los códigos respectivos, pero se pueden deducir implícitamente de sus disposiciones, es decir, las llamadas sentencias puramente declarativas, de condena y constitutivas, entendiendo por las primeras aquellas que clarifican el derecho o la situación jurídica controvertida; las segundas señalan la conducta que debe seguir el demandado (o el acusado en el proceso penal) con motivo del fallo, y finalmente las terceras, que predominan en las cuestiones familiares y del estado civil, fijan nuevas situaciones jurídicas respecto del estado anterior, y en esta misma dirección podemos incluir a los llamados laudos pronunciados en los conflictos colectivos laborales calificados como económicos y que corresponden al concepto sentencia colectiva en materia de trabajo («a.» 919 de la LFT).

b) Por lo que respecta a la autoridad de los fallos, en el derecho procesal mexicano es posible distinguir dos categorías, la llamada sentencia definitiva, que es aquella que decide la controversia en cuanto al fondo, pero admite todavía medios de impugnación a través de los cuales las partes inconformes pueden lograr su modificación, revocación o anulación, y en este sentido podemos citar lo dispuesto por el «a.» 46 de la «LA», que entiende por sentencia definitiva la que decida el juicio en lo principal y respecto con la cual las disposiciones procesales respectivas no concedan ningún recurso ordinario a través del cual pueda ser modificada o revocada.

Por el contrario, no encontramos definido con precisión el concepto de la sentencia f irme, es decir aquella que no admite ningún medio de impugnación y que por lo mismo ha adquirido la autoridad de cosa juzgada, puesto que la terminología de los diversos códigos procesales es imprecisa, al utilizar expresiones equívocas, como la declaración de ejecutoriedad de la sentencia o la denominación de ''sentencias ejecutoriadas o ejecutorias'' no obstante que esta calificación se puede prestar a errores, en virtud de que no todos los fallos firmes pueden ser objeto de ejecución material, que únicamente corresponde a los que establecen una condena.

B) En cuanto a la sentencia como un documento judicial, las disposiciones procesales respectivas señalan varios requisitos tanto de forma como de fondo.

a) Por. lo que respecta a las características formales la mayor parte de los códigos procesales mexicanos, no obstante que disponen que las sentencias y los llamados laudos en materia de trabajo no se sujetarán a formalidades especiales, sin embargo señalan el contenido formal de las mismas, que separan en tres partes, es decir, la relación de los hechos de la controversia; las consideraciones y fundamentos legales, y finalmente, los puntos resolutivos, que corresponden a los tres aspectos tradicionales de resultados, considerandos y puntos resolutivos («aa.» 222 «CFPC», 77 «LA», 840 «LFT»; 72 «CPP»; 95 «CFPP»; 237 «CFF»; 79 «LOTCADF»).

b) Los requisitos de fondo no están tan claramente precisados en los ordenamientos procesales mencionados con anterioridad, por lo que de acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia podemos señalar como tales las exigencias de congruencia, motivación, fundamentación y exhaustividad.

De acuerdo con el primero, debe haber una relación de concordancia entre lo solicitado por las partes y lo resuelto por el juzgador, sin perjuicio de que éste pueda aclarar y precisar las pretensiones de las propias partes a través de la institución de la suplencia de la queja como claramente ocurre con lo dispuesto por los «aa.» 685 de la «LFT» y 225 «LA», en cuanto el primero faculta a las juntas de conciliación y arbitraje, al momento de examinar la demanda presentada por el trabajador pa. ra subsanar los defectos de la misma cuando no comprenda todas las prestaciones que deriven de dicha ley de acuerdo con las pretensiones deudas; y el segundo precepto establece que el juez del amparo debe conceder la protección respecto de los hechos que se hubiesen probado aun cuando sean distintos de los invocados en la demanda presentada por los campesinos sujetos a la reforma agraria (ejidatarios, comuneros o los respectivos núcleos de población).

La jurisprudencia de la «SCJ» ha distinguido entre la congruencia externa, que consiste en la conformidad entre lo resuelto y lo pedido, y la interna considerada como la coherencia entre las afirmaciones y resoluciones contenidas en la sentencia (tesis relacionada, tercera sala, del Apéndice al «SJF» publicado en 1975).

La motivación y la fundamentación son requisitos establecidos en general para todo acto de autoridad por el «a.» 16 de la C y específicamente para las decisiones judiciales, por el «a.» 14 de la misma ley fundamental, Como motivación se ha extendido la exigencia de que el juez examine y valore los hechos expresados por las partes de acuerdo con los elementos de convicción presentados en el proceso, como lo ha puesto de relieve la jurisprudencia (tesis relacionada, tercera sala, del Apéndice al «SJF» publicado en 1975).

La fundamentación es la expresión de los argumentos jurídicos en los cuales se apoye la aplicación de los preceptos normativos que se invocan por el juzgador para resolver el conflicto. El citado «a.» 14 constitucional señala el fundamento de las sentencias civiles (en sentido amplio, es decir, comprende también las administrativas y las laborales) conforme a la letra o a la interpretación jurídica de ley, y a falta de esta, en los principios generales del derecho (precepto que se reitera en el a, 158 LA). En materia penal queda prohibido imponer, por simple analogía o aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

Finalmente, la exhaustividad consiste en la obligación del juzgador de examinar todas y cada una de las pretensiones formuladas por las partes, es decir, todos los aspectos de la controversia planteada por las mismas.

Varias disposiciones procesales señalan de manera expresa o implícita estos requisitos de fondo de la sentencia, en cuanto disponen que las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes, que deben fundarse en derecho y además, resolver todas las cuestiones planteadas en el proceso. Al respecto pueden mencionarse los «aa.» 81 del «CPC» 1325 y 1327 del «CCo».; 842 de la «LFT»; 77 y 78 «LA», y 237 del «CFF».

Diccionario Jurídico 2002

Desarrollo Jurídico Copyright 2000

Todos los Derechos Reservados

DJ2K - 2312

CONCUSIÓN

I. (Del latín concussio-onis, exacción, extorsión.) Manera de obtener arbitrariamente en su provecho un cobro injusto y violento, un funcionario público.

II. Concusión en el derecho romano se englobaba, bajo el nombre de crimen repetundarun, castigado por las leyes Calpurnia, Junia, Acilia, Servilia Glaucia, Cornelia y Julia, una serie de hechos de corrupción propiamente dicha, conjuntamente con los de concusión. Se habla del delito de concusión en derecho romano refiriéndose a una forma de extorsión. Se distinguían dos tipos de concusión: propia e impropia. Propia era la cometida por persona con autoridad, impropia la que cometía un particular. Posteriormente se limita el nombre concusión para calificar la acción que hace el funcionario público que valiéndose de su autoridad y mediante el temor, obtenía de un particular una exacción no debida. En la doctrina italiana, Carrara lo define como despojo del patrimonio ajeno infundiendo temor, que se hace derivar de la fuerza pública. Los elementos constitutivos son: que se haya obrado para obtener un lucro indebido y se haya hecho mediante el empleo de la amenaza de un acto público de autoridad. Carrara distingue el caso del funcionario que amenaza abiertamente al particular con abusar de sus poderes si no se le da dinero -concusión explícita- de aquel en que el funcionario engaña ocultamente al particular haciéndole creer que el dinero es verdaderamente debido -concusión implícita.

III. El «CP» norma la concusión en su «a.» 218, según el cual, la concusión es un delito propio de empleados y funcionarios públicos, pues para que éste se configure es necesario el concurso de aquéllos. La concusión consiste en la exigencia de una exacción arbitraria que un servidor público, para fines propios hace a los particulares. Difiere del cohecho porque el concusionario no solicita, sino que impone la retribución extraordinaria; el que recibe la exigencia no participa en el delito que es una actividad singular. Difiere del peculado porque éste supone la previa tenencia del bien o valor distraídos.
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SENTENCIA DEFINITIVA DE PRIMERA INSTANCIA

* CONCEPTO

ES LA RESOLUCIÓN JUDICIAL QUE APLICA LA NORMA GENERAL AL CASO CONCRETO Y DA POR CONCLUIDO EL PROCESO; SE DICTA CON BASE EN LAS PRETENSIONES PROCESALES QUE SE ARGUMENTARON Y ACREDITARON DEBIDAMENTE.

ALEJANDRO TORRES ESTRADA

EL PROCESO ORDINARIO CIVIL

EDITORIAL OXFORD

MÉXICO 2001

PÁG. 154

ALEGATOS

I. (Del latín allegatio, alegación en justicia.) Es la exposición oral o escrita de los argumentos de las partes sobre el fundamento de sus respectivas pretensiones una vez agotada la etapa probatoria y con anterioridad al dictado de la sentencia de fondo en las diversas instancias del proceso.

Esta denominación de alegatos predomina en nuestros ordenamientos procesales en las diversas ramas de enjuiciamiento, aun cuando en ocasiones, por influencia de la legislación española se utiliza también en los códigos de procedimientos penales, pero tomando en consideración que las conclusiones del MP en el mismo proceso penal no constituyen una simple alegación, ya que son vinculatorias para el juzgador.

II. Los ordenamientos procesales no determinan su contenido con excepción del «a.» 393 del «CPP», según el cual, en los alegatos orales deben evitarse palabras injuriosas y alusiones a la vida privada y opiniones políticas o religiosas, limitándose a tratar de las acciones y de las excepciones que quedaron fijadas en la clausura del debate preliminar y de las cuestiones incidentales que surgieran.

La doctrina mexicana ha fijado el contenido de los alegatos, señalando tres sectores esenciales de los mismos, tomando en cuenta lo dispuesto por el «a.» 670 de la LEC española: a) exposición breve y precisa de los hechos controvertidos y de los elementos de convicción que se hicieron valer para demostrarlos; b) el razonamiento sobre la aplicabilidad de los preceptos legales respectivos y sobre su interpretación jurídica; c) la petición de que se resuelva favorablemente a las pretensiones de la parte que alega. Dentro de cada uno de estos aspectos se rebaten los argumentos expuestos por la contraparte y se hace el estudio de las pruebas presentadas por la misma. El análisis de la etapa probatoria ha tenido una mayor importancia en la tradición jurídica española, y por ello el «a.» 188 del «CCo». regula los alegatos de 'buena prueba'.

III. Por lo que se refiere al procedimiento de presentación de los alegatos orales, son escasos los ordenamientos procesales que lo regulan, con excepción de los «CPC», «CFPC» y de manera mucho más breve, la LA.

De acuerdo con los dos primeros, las partes pueden alegar en dos ocasiones como máximo, ya sea directamente, o a través de sus abogados o apoderados, concediéndose la palabra primero al actor después al demandado, y también al Ministerio Público cuando hubiese intervenido en el proceso, exigiendo el «CFPC» que este último tenga la calidad de parte («aa.» 393 «CPC» y 344, «frs.» II y III «CFPC»).

De acuerdo con el citado artículo 393 del «CPC», las partes no podrán hacer uso de la palabra más de un cuarto de hora cada vez en la primera instancia y de media hora en la segunda, en tanto que el «CFPC» dispone que cuando una de las partes estuviere patrocinada por varios abogados no podrá hablar por ella más que uno solo cada turno, y que no se podrá usar de la palabra por más de media hora cada vez, pero cuando la naturaleza del negocio lo amerite, los tribunales podrán permitir que se amplíe el tiempo marcado, o que use por otra vez la palabra, observándose la más completa equidad entre las partes («a.» 344, «frs.» IV y V).

Sin embargo, en ambos ordenamientos se reconoce la realidad de la tradición de los alegatos escritos, el «a.» 394 del «CPC» al prohibir la práctica viciosa de dictar los alegatos en el momento de la audiencia de fondo, establece que las partes pueden presentar sus conclusiones por escrito, en tanto que el «CFPC» dispone que cuando las partes no concurran a la citada audiencia o renuncien al uso de la palabra, podrán presentar apuntes de alegatos, y aún proyecto de sentencia, antes de que concluya la propia audiencia («a.» 344 «fr.» VII).

De acuerdo con el «a.» 155 de la «LA», en la audiencia de fondo en la primera instancia ante el juez de distrito, las partes pueden presentar alegatos por escrito, pero el quejoso puede alegar verbalmente cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el «a.» 22 de la C, asentándose en autos extractos de sus alegaciones, si lo solicitare. Por lo que respecta a los demás casos, las partes pueden alegar oralmente pero sin exigir que sus argumentos se hagan constar en autos y sin que puedan exceder de media hora para cada parte, incluyendo las réplicas y las contrarréplicas.

• IV. En la práctica son poco frecuentes los alegatos orales y predomina su presentación por escrito, sin que por otra parte se les otorgue la importancia que debieran tener, pues como lo ha hecho notar el destacado procesalista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo, al referirse a la realidad judicial mexicana, la escasa trascendencia que se otorga a los alegatos constituye un grave detrimento de la abogacía cuya actividad culmina en ellos, en igual o en mayor medida que los escritos polémicos de la fase expositiva y que en la conducción de la prueba a lo largo de la fase demostrativa, pues además, el procedimiento escrito empequeñece y oscurece la función del abogado de la misma manera que la engrandece y abrillanta el efectivamente oral.
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CONCLUSIONES

* DE LOS ESCRITOS INICIALES DEL PROCESO

ES LA PARTE DEL OCURSO DONDE SE HACE UN RESUMEN DE CÓMO DESEA UNO QUE SE SUSTANCIE EL PROCESO, TAMBIÉN VA EN PÁRRAFOS SEPARADOS Y NUMERADOS, COMENZANDO POR PEDIR QUE SE TENGA AL OCURSANTE PROMOVIENDO EL ESCRITO INICIAL
 DE PROCESO EN LA VÍA Y FORMA LEGAL PROPUESTA, MANDANDO CORRER TRASLADOS, CITANDO A QUIENES DEBEN DECLARAR, NOTIFICANDO, O DICTANDO CUANTO PROVEÍDO SEA NECESARIO, EN SEGUIDA SE PIDE QUE SE PASE POR TODOS LOS ESTADIOS DE LA LEY Y AL FINAL SE DICTE RESOLUCIÓN FAVORABLE A LO PETICIONADO Y EN SU OPORTUNIDAD SE PROCEDA A EJECUTAR LA RESOLUCIÓN, O QUE SE CONSIGNE AL C. JUEZ PENAL LA AVERIGUACIÓN UNA VEZ QUE SE ENCUENTRA INTEGRADA, SOLICITÁNDOLE EN SU CASO LA ORDEN DE APREHENSIÓN Y DETENCIÓN DE QUIEN RESULTE PRESUNTO RESPONSABLE, PARA CONTINUAR CONFIRIENDO AUTORIZACIÓN PARA PROMOVER, PARA OÍR Y RECIBIR NOTIFICACIONES, O SI SE REQUIERE, PODER GENERAL PARA PLEITOS Y COBRANZAS, Y COMO COLOFÓN SE ACOSTUMBRA MENCIONAR QUE SE PROVEA DE CONFORMIDAD.

JOSÉ MONTOYA CASTRO

FORMULARIO CIVIL

LAZCANO GARZA EDITORES

MÉXICO 2001

PÁG.  16

SENTENCIA DEFINITIVA DE PRIMERA INSTANCIA

ES LA RESOLUCIÓN JUDICIAL QUE APLICA LA NORMA GENERAL AL CASO CONCRETO Y DA POR CONCLUIDO EL PROCESO; SE DICTA CON BASE EN LAS PRETENSIONES PROCESALES QUE SE ARGUMENTARON Y ACREDITARON DEBIDAMENTE.

ALEJANDRO TORRES ESTRADA

EL PROCESO ORDINARIO CIVIL

EDITORIAL OXFORD

MÉXICO 2001

PÁG. 154

SENTENCIA

-----ES UN ACTO JURISDICCIONAL POR MEDIO DEL CUAL EL JUEZ DECIDE LA CUESTIÓN PRINCIPAL VENTILADA EN EL JUICIO O ALGUNAS DE CARÁCTER MATERIAL QUE HAYAN SURGIDO DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL JUICIO.

LAS SENTENCIAS DEBEN SER CONGRUENTES CON LAS CUESTIONES PLANTEADAS EN LA LITIS, ES DECIR,  TANTO EN LA DEMANDA COMO EN LA CONTESTACIÓN Y DE TODAS LAS CUESTIONES O SITUACIONES QUE SURJAN CON MOTIVO DE LA PRESENTACIÓN DE ESOS ESCRITOS, Y EN CONSECUENCIA, EL JUEZ NO DEBE FALLAR NI MAS NI MENOS SOBRE AQUELLO QUE LAS PARTES HAN SOMETIDO A SU DECISIÓN.

LAS SENTENCIAS DEBERÁN SER CLARAS Y PRECISAS Y BASTARÁ QUE EL JUEZ APOYE SUS PUNTOS RESOLUTIVOS, EN PRECEPTOS LEGALES O PRINCIPIOS JURÍDICOS, Y SUJETARSE A LOS EXTREMOS DEL ART. 14 CONSTITUCIONAL PARA SU ABSOLUTA E INDISCUTIBLE VALIDEZ.

DEBERÁN CONTENER LUGAR, DÍA, FECHA Y JUEZ O TRIBUNAL QUE LAS PRONUNCIE; LOS NOMBRES DE LAS PARTES CONTENDIENTES, EL CARÁCTER CON QUE LITIGUEN Y EL OBJETO DEL PLEITO

RAFAEL ESTRADA PADRÉS

SUMARIO TEÓRICO PRÁCTICO DE DERECHO PROCESAL MERCANTIL

EDITORIAL PORRÚA

QUINTA EDICIÓN

MÉXICO 1999

PÁG.  135

----ES LA RESOLUCIÓN QUE PRONUNCIA EL JUEZ O TRIBUNAL PARA RESOLVER EL FONDO DEL LITIGIO, CONFLICTO O CONTROVERSIA, LO QUE SIGNIFICA LA TERMINACIÓN NORMAL DEL PROCESO.

HECTOR FIX-ZAMUDIO

DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS UNAM

EDITORIAL PORRÚA

DECIMATERCERA EDICIÓN

PÁG. 2891

------LA SENTENCIA ES LA RESOLUCIÓN QUE EMITE EL JUZGADOR SOBRE EL LITIGIO SOMETIDO A SU CONOCIMIENTO Y MEDIANTE LA CUAL NORMALMENTE PONE TÉRMINO AL PROCESO.

JOSÉ OVALLE FAVELA

DERECHO PROCESAL CIVIL

EDITORIAL OXFORD

OCTAVA EDICIÓN, MÉXICO

PÁG.  187

SENTENCIA

* CLASIFICACIÓN

POR SU FINALIDAD:

* SENTENCIA QUE SE LIMITA A RECONOCER UNA RELACIÓN O SITUACIÓN JURÍDICA EXISTENTE (SENTENCIA MERAMENTE DECLARATIVA);

* SENTENCIA QUE CONSTITUYA O MODIFIQUE UNA SITUACIÓN O RELACIÓN JURÍDICA (SENTENCIA CONSTITUTIVA);

* SENTENCIA QUE ORDENE UNA DETERMINADA CONDUCTA A ALGUNA DE LAS PARTES ( SENTENCIA DE CONDENA)

ESTA CLASIFICACIÓN NO EXCLUYE LA POSIBILIDAD DE QUE UNA SOLA SENTENCIA CONCRETA PUEDA SER CONSIDERADA DENTRO DE MÁS DE UNA CLASE.

POR EJEMPLO: LA SENTENCIA QUE DECRETASE LA RESCISIÓN DE UN CONTRATO DE COMPRAVENTA Y ORDENARA LA DEVOLUCIÓN DEL PRECIO PAGADO Y DE LA COSA VENDIDA, SERÍA, AL MISMO TIEMPO CONSTITUTIVA ( POR EXTINGUIR UNA RELACIÓN JURÍDICA Y DE CONDENA ( POR IMPONER PRESTACIONES A LAS PARTES). PERO SERÍA TAMBIÉN DECLARATIVA AL RECONOCER IMPLÍCITAMENTE LA EXISTENCIA Y VALIDEZ DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA.

-POR EL RESULTADO QUE LA PARTE ACTORA  OBTENGA CON LA SENTENCIA:

* ESTIMATORIA.- EN CASO QUE EL JUZGADOR ESTIME FUNDADA LA PRETENSIÓN DE DICHA PARTE,

* DESESTIMATORIA.-  EN CASO CONTRARIO.

-POR SU FUNCIÓN EN EL PROCESO.-

* INTERLOCUTORIAS.-  AQUELLAS QUE RESUELVEN UN INCIDENTE PLANTEADO EN EL JUICIO.

* DEFINITIVAS.- LAS QUE DECIDEN SOBRE EL CONFLICTO DE FONDO SOMETIDO A PROCESO Y PONEN TÉRMINO   A ÉSTE.

-POR SU IMPUGNABILIDAD:

*SENTENCIA DEFINITIVA.-  ES AQUELLA QUE, SI BIEN HA  SIDO DICTADA PARA RESOLVER EL CONFLICTO SOMETIDO A PROCESO, TODAVÍA ES SUSCEPTIBLE A TRAVÉS DE UN RECURSO O PROCESO IMPUGNATIVO, EL CUAL PUEDE CONCLUIR CON LA CONFIRMACIÓN, MODIFICACIÓN, REVOCACIÓN O ANULACIÓN DE DICHA SENTENCIA DEFINITIVA.

*SENTENCIA FIRME.-  ES AQUELLA QUE YA NO PUEDE SER IMPUGNADA POR NINGÚN MEDIO; ES AQUELLA QUE POSEE LA AUTORIDAD DE LA COSA JUZGADA.

JOSÉ OVALLE FAVELA

DERECHO PROCESAL CIVIL

EDITORIAL OXFORD

OCTAVA EDICIÓN, MÉXICO

PÁG.  201,202

SENTENCIA

* CLASIFICACIÓN SEGÚN LA LEGISLACIÓN MERCANTIL

* DEFINITIVAS.- AQUELLAS QUE DECIDEN EL NEGOCIO PRINCIPAL; E

* INTERLOCUTORIAS.-  LAS QUE DECIDEN UN INCIDENTE, UN ARTICULO SOBRE EXCEPCIONES DILATORIAS O UNA COMPETENCIA (ARTÍCULOS 1322 Y 1313 DE LA LEY MERCANTIL GENERAL).

RAFAEL ESTRADA PADRÉS

SUMARIO TEÓRICO PRÁCTICO DE DERECHO PROCESAL MERCANTIL

EDITORIAL PORRÚA

QUINTA EDICIÓN

MÉXICO 1999

PÁG.  135

SENTENCIA

* REQUISITOS

I.- LUGAR Y FECHA EN QUE SE DICTE;

II.- LOS NOMBRES DE LAS PARTES Y LOS DE SUS REPRESENTANTES O PATRONOS;

III.- UNA RELACIÓN SUCINTA DEL NEGOCIO POR RESOLVER;

IV.- LOS FUNDAMENTOS LEGALES DEL FALLO, Y

V.- LOS PUNTOS RESOLUTIVOS.

RAFAEL ESTRADA PADRÉS

SUMARIO TEÓRICO PRÁCTICO DE DERECHO PROCESAL MERCANTIL

EDITORIAL PORRÚA

QUINTA EDICIÓN

MÉXICO 1999

PÁG.  137

SENTENCIA

* REQUISITOS

REQUISITOS EXTERNOS O FORMALES.-  SON LAS EXIGENCIAS QUE ESTABLECEN LAS LEYES SOBRE LA FORMA QUE DEBE REVESTIR LA SENTENCIA. SE REFIEREN A LA SENTENCIA COMO DOCUMENTO.

REQUISITOS:

1.- DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO (PREÁMBULO);

2.- ANTECEDENTES (RESULTADOS);

3.- FUNDAMENTOS JURÍDICOS Y VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS (CONSIDERADOS);

4.- PUNTOS RESOLUTIVOS.

REQUISITOS INTERNOS O SUSTANCIALES.- SON AQUELLOS QUE CONCIERNEN YA NO AL DOCUMENTO, SINO AL ACTO MISMO DE LA SENTENCIA.

DE ACUERDO CON DEPINA Y CASTILLO LARRAÑAGA, LOS REQUISITOS INTERNOS O SUSTANCIALES SON:

* CONGRUENCIA.- SE TRADUCE EN EL DEBER DEL JUZGADOR DE PRONUNCIAR SU FALLO DE ACUERDO EXCLUSIVAMENTE CON LAS PRETENSIONES Y NEGACIONES O EXCEPCIONES QUE,  EN SU CASO, HAYAN PLANTEADO LAS PARTES DURANTE EL JUICIO. EL REQUISITO DE CONGRUENCIA PROHÍBE AL JUZGADOR RESOLVER MÁS ALLÁ (ULTRA PETITA) O FUERA (EXTRA PETITA) DE LO PEDIDO POR LAS PARTES.

* MOTIVACIÓN.- ESTE DEBER CONSISTE EN LA EXIGENCIA, PARA EL JUZGADOR, DE PRECISAR LOS HECHOS EN QUE FUNDE SU DECISIÓN, CON BASE EN LAS PRUEBAS PRACTICADAS EN EL PROCESO. LA MOTIVACIÓN REQUIERE QUE EL JUZGADOR ANALICE Y VALORE CADA UNO DE LOS MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS EN EL PROCESO Y QUE, BASÁNDOSE EN TAL ANÁLISIS Y VALORACIÓN, DETERMINE LOS HECHOS EN QUE FUNDARÁ SU RESOLUCIÓN.

* EXHAUSTIVIDAD.- SI EL REQUISITO  DE CONGRUENCIA (EXTERNA)  EXIGE QUE EL JUZGADOR RESUELVA SÓLO SOBRE LO PEDIDO POR LAS PARTES, EL REQUISITO DE EXHAUSTIVIDAD IMPONE AL JUZGADOR EL DEBER DE RESOLVER SOBRE TODO LO PEDIDO POR LAS PARTES.

JOSÉ OVALLE FAVELA

DERECHO PROCESAL CIVIL

EDITORIAL OXFORD

OCTAVA EDICIÓN, MÉXICO

PÁG.  204 -207

SENTENCIA

* SU EJECUCIÓN

LA EJECUCIÓN NO PUEDE DESPACHARSE SINO POR CANTIDAD LÍQUIDA, ENTENDIÉNDOSE POR TAL, NO TAN SOLO LA CIERTA Y DETERMINADA EN EL TÍTULO, SINO TAMBIÉN LA QUE PUEDE DETERMINARSE MEDIANTE SIMPLES OPERACIONES ARITMÉTICAS, CON LOS DATOS QUE EL MISMO TÍTULO SUMINISTRE; Y SI LA SENTENCIA SOLO FIJA  BASES PARA SEÑALAR LA CANTIDAD, DEBE SEGUIRSE PREVIAMENTE EL PROCEDIMIENTO QUE MARCA LA LEY, PARA DETERMINAR LA CANTIDAD LÍQUIDA , POR LA CUAL DEBE EJECUTARSE LA MISMA SENTENCIA.

RAFAEL ESTRADA PADRÉS

SUMARIO TEÓRICO PRÁCTICO DE DERECHO PROCESAL MERCANTIL

EDITORIAL PORRÚA

QUINTA EDICIÓN

MÉXICO 1999

PÁG. 139

SENTENCIA DEFINITIVA DE PRIMERA INSTANCIA

* CONCEPTO

ES LA RESOLUCIÓN JUDICIAL QUE APLICA LA NORMA GENERAL AL CASO CONCRETO Y DA POR CONCLUIDO EL PROCESO; SE DICTA CON BASE EN LAS PRETENSIONES PROCESALES QUE SE ARGUMENTARON Y ACREDITARON DEBIDAMENTE.

ALEJANDRO TORRES ESTRADA

EL PROCESO ORDINARIO CIVIL

EDITORIAL OXFORD

MÉXICO 2001

PÁG. 154
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